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REPÚBLICA DE COLOMBIA

JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN 

Dieciséis (16) de julio de dos mil catorce (2014)

REFERENCIA: 

EXPEDIENTE No. 05001-33-33-016-2014-00978-00

ACCIÓN POPULAR 
DEMANDANTE: WILLINGTON CASTAÑO ORTIZ 
DEMANDADO: MUNICIPIO DE MEDELLÍN Y OTROS
AUTO INTERLOCUTORIO No. 214
ASUNTO: AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA – DECRETA MEDIDA PROVISIONAL 

El señor WILLINGTON CASTAÑO ORTIZ, actuando en nombre propio, presentó demanda en ejercicio de la Acción Popular, consagrada en el artículo 88 de la Constitución Nacional, reglamentado por la Ley 472 de 1998, en contra del MUNICIPIO DE MEDELLÍN, LA CORPORACIÓN VIVIENDAS UNIDAS CORVIDAS y la ORGANIZACIÓN POPULAR DE VIVIENDA  JUNTA DE VIVIENDA COMUNITARIA VILLA ÁNGEL, pretendiendo la protección de los derechos colectivos a la moralidad administrativa; el goce del espacio público, la utilización y defensa de los bienes de uso público;  la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes, los cuales se encuentran contemplados en el artículo 4° de la Ley 472 de 1998 y que considera vulnerados por las accionadas. Para el efecto formula las siguientes pretensiones: 

“…1. Que se ordene a la JUNTA DE VIVIENDA COMUNITARIA VILLA ÁNGEL  y a la CORPORACIÓN DE VIVIENDAS UNIDAS CORVIDAS, acatar todos los requerimientos exigidos por los decretos 1147 y 2454 de 2005, para el perfeccionamiento en la expedición de las actas de Recibo de Obra  y por ende de la entrega de las obligaciones urbanísticas adquiridas en la licencia de urbanismo del proyecto Villa Ángel, de tal manera que se acate el interés colectivo de “la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes”.
2. Que se declare responsable al municipio de Medellín de la vulneración de la “moral administrativa” y de los perjuicios y riesgos a los que expone a la población.

3. Que se ordene al Municipio de Medellín como ente de vigilancia y control, más  específicamente a la SUBSECRETARÍA DE ESPACIO PÚBLICO Y CONTROL TERRITORIAL, exigir y vigilar el debido cumplimiento del constructor para la protección de las actas de Recibo de Obra en cuestión, ya que su omisión vulnera el derecho colectivo.

4. Que se ordene al municipio de Medellín asumir la vigilancia, protección cuidado, mantenimiento y control del espacio público cedido por la Urbanización Villa Ángel, específicamente que se le ordene a la SECRETARÍA DE INFRAESTRUCTURA FISICA, realizar mantenimiento continuo de las zonas verdes públicas que fueron recibidas por el municipio mediante Actas de Recibo de Obra N° 200900523043 del 17 de diciembre de 2009, 201100084489 del 4 de marzo de 2011 y 201100084478 del 4 de marzo de 2011. Esto para que se respete el derecho al “goce del espacio público, la utilización y defensa de los bienes de uso público”.
FUNDAMENTO FÁCTICO

Como sustento fáctico de sus pretensiones, el actor popular expuso los hechos que a continuación se sintetizan:

Expone que en San Antonio de Prado, corregimiento del municipio de Medellín, se ejecuta un proyecto de construcción de vivienda de interés prioritario, a cargo de la JUNTA DE VIVIENDA COMUNITARIA VILLA ÁNGEL, la cual funge como Organización Popular de Vivienda.
El proyecto es gerenciado por la Corporación de Viviendas Unidas CORVIDAS.

La urbanización Villa Ángel consta de 8 edificios, 220 apartamentos, los cuales están habitados, además el constructor tiene la obligación de entregar el urbanismo, según lo dispuesto en la Ley y en la licencia correspondiente, en la cual se dispuso que para esta urbanización las obligaciones urbanísticas se paguen mediante cesión de lotes, destinadas a zonas verdes, parqueaderos, vías peatonales y equipamiento social.

Que mediante Actas de Recibo de Obra N° 200900523043 del 17 de diciembre de 2009, 201100084489 del 4 de marzo de 2011 y 201100084478 del 4 de marzo de 2011, el municipio certificó el cumplimiento de las obligaciones urbanísticas que la Junta de Vivienda Comunitaria Villa Ángel, realizó para el proyecto, por tanto se entienden entregadas en debida forma.
Sin embargo, considera que las actas de recibo no cumplieron con la normatividad y los terrenos cedidos y las obras civiles ejecutadas no tienen el aval del ente controlador, por lo que ni el constructor ni el municipio asumen responsabilidades sobre la adecuación o mantenimiento que requieren estas zonas. La Junta declara haber entregado al municipio y el municipio de Medellín afirma que la Junta de Vivienda no ha entregado estas obras, por una contradicción que hay entre diferentes dependencias.

Explica, que se solicitó a la Secretaría de Infraestructura del Municipio, la ejecución de labores de poda de las zonas verdes, las cuales no han sido objeto de mantenimiento por dichas anomalías, lo que genera problemas de roedores y basuras.
Dice que la comunidad se encuentra afectada, por el deterioro de los senderos peatonales y las cunetas, además por el levantamiento de losas y hundimientos, entre otros problemas que se vienen presentando.

MEDIDA CAUTELAR
En el escrito de la demanda se solicita que: “….  Ordenar que se ejecuten los actos necesarios para que la unidad DE PAISAJISMO Y ARBORIZACIÓN ingrese inmediatamente las zonas verdes al inventario de zonas atendidas por el personal de poda e inicie mantenimiento permanente de las mismas...”

CONSIDERACIONES

1.
Las acciones populares son los medios procesales que fueron establecidos para la protección de los derechos e intereses colectivos, y se ejercen "para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible", según el artículo 2° de la Ley 472 de 1998.

Además, se estableció la posibilidad de que el juez decrete las medidas cautelares que estime pertinentes, antes de la notificación de la demanda y en cualquier estado del proceso, de oficio o a solicitud de parte, para evitar o prevenir un daño inminente o para hacer cesar el que se hubiere causado.  

El artículo 25 de la Ley 472 de 1998, establece:

“ART. 25. - Medidas cautelares. Antes de ser notificada la demanda y en cualquier estado del proceso, podrá el juez, de oficio o a petición de parte, decretar, debidamente motivadas, las medidas previas que estime pertinentes para prevenir un daño inminente o para hacer cesar el que se hubiere causado. 
En particular, podrá decretar las siguientes: 

a) Ordenar la inmediata cesación de las actividades que puedan originar el daño, que lo hayan causado o lo sigan ocasionando; 

b) Ordenar que se ejecuten los actos necesarios, cuando la conducta potencialmente perjudicial o dañina sea consecuencia de la omisión del demandado; 

c)  Obligar al demandado a prestar caución para garantizar el cumplimiento de cualquiera de las anteriores medidas previas; y 

d) Ordenar con cargo al fondo para la defensa de los derechos e intereses colectivos los estudios necesarios para establecer la naturaleza del daño y las medidas urgentes a tomar para mitigarlo.

PAR. 1° - El decreto y práctica de las medidas previas no suspenderá el curso del proceso.

PAR 2º- Cuando se trate de una amenaza por razón de una omisión atribuida a una autoridad o persona particular, el juez deberá ordenar el cumplimiento inmediato de la acción que fuere necesaria, para lo cual otorgará un término perentorio. Si el peligro es inminente podrá  ordenar que el acto, la obra o la acción la ejecute el actor o la comunidad amenazada, a costa del demandado”.

Las medidas cautelares establecidas en el trámite de la acción popular, tienen como fin, prevenir el daño inminente impedir su efecto o hacer cesar el causado.

La parte actora invoca la protección de los derechos colectivos a la moralidad administrativa; el goce del espacio público, la utilización y defensa de los bienes de uso público;  la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes.
De acuerdo con la norma trascrita, el juez al momento de decretar una medida cautelar, debe inferir razonadamente del acopio probatorio obrante en el trámite de la acción constitucional, la existencia de un perjuicio o de un peligro inminente, para la comunidad y los derechos colectivos, sin consideración a que se hayan invocado expresamente en la demanda. Igualmente, debe valorar racionalmente, que la medida solicitada o la que se propone decretar oficiosamente, resulta necesaria para prevenir el daño inminente o para hacer cesar el que se hubiere causado. 

En el caso en concreto, tenemos que la solicitud de medida cautelar, se encuentra enfocada a que el municipio, realice el respectivo mantenimiento e intervención de las zonas verdes de la Urbanización Villa Ángel y de los hechos narrados, tenemos que la principal afectación se presenta en la acumulación de basuras, presencia de roedores y estancamiento de aguas.
Aunado a lo anterior, se observa que la Policía Metropolitana del Valle de Aburra ya había advertido a la Secretaría de Infraestructura Física del municipio de Medellín, sobre los desechos que se concentran en la zona verde.

De acuerdo a lo anterior, el Despacho considera necesario decretar medida cautelar, consistente en ordenar al municipio de Medellín, a través de la Secretaría que corresponda, realizar las acciones correspondientes, para la poda y mantenimiento de las zonas verdes de la Urbanización Villa Ángel ubicada en el corregimiento de San Antonio de Prado, en la periodicidad requerida.
En virtud de lo expuesto, el JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DE  MEDELLÍN, 
RESUELVE

1.
SE DECRETA LA MEDIDA CAUTELAR SOLICITADA, en virtud de las motivaciones consignadas y por tanto, se ordena al municipio de Medellín a través de la Secretaría que corresponda, realizar las acciones correspondientes, para la poda y mantenimiento de las zonas verdes de la Urbanización Villa Ángel, ubicada en el corregimiento de San Antonio de Prado, en la periodicidad requerida.
2.
ADMITIR LA DEMANDA que en ejercicio de la ACCIÓN POPULAR propone El señor WILLINGTON CASTAÑO ORTIZ, en contra del MUNICIPIO DE MEDELLÍN, LA CORPORACIÓN VIVIENDAS UNIDAS CORVIDAS y la ORGANIZACIÓN POPULAR DE VIVIENDA  JUNTA DE VIVIENDA COMUNITARIA VILLA ÁNGEL.
3.
Notifíquese personalmente al Ministerio Público, en este caso, al señor Procurador 167 Judicial Delegado ante este Despacho, de conformidad con lo establecido en los artículos 198 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011 y 612 del Código General del Proceso, que modificó el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, para que intervengan en el proceso como parte pública en defensa de los derechos e intereses colectivos, si lo considera conveniente.
4.
Notifíquese personalmente al municipio de MEDELLÍN o a quien se haya delegado la facultad de recibir notificaciones, de conformidad con lo establecido en los artículos 198 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011 y 612 del Código General del Proceso, que modificó el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. El expediente quedará en la Secretaría del Despacho a disposición de las partes.

5.
Notifíquese a LA CORPORACIÓN VIVIENDAS UNIDAS CORVIDAS y la ORGANIZACIÓN POPULAR DE VIVIENDA  JUNTA DE VIVIENDA COMUNITARIA VILLA ÁNGEL, de conformidad con lo previsto en los artículos 315 y 320 del Código de Procedimiento Civil, para tal fin por la Secretaría del Despacho se elaborará citación para diligencia de notificación personal, la cual quedará a disposición de la parte actora para su diligenciamiento.
6.
Notifíquese por estados al demandante el presente auto admisorio, de conformidad con el artículo 201 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011. 

7.
Notifíquese también a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, de conformidad con el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso y en los términos allí establecidos.  

8.
A los miembros de la comunidad se les informará mediante copia de un extracto de la demanda que se publicará en un diario de amplia circulación. La difusión de esta información correrá por cuenta del demandante, quien acreditará la difusión correspondiente a través de un periódico de amplia circulación nacional o Departamental, antes de la fecha que se lleve a efecto la audiencia de pacto de cumplimiento a fin de que puedan intervenir las personas que señala el artículo. Por la secretaría se elaborará el extracto de la demanda y se entregará al demandante para que adelante las gestiones con tal fin.
9.
Las notificaciones y comunicaciones correrán por cuenta de la parte  demandante.

10.
Se correrá traslado a las  demandadas por el término de diez (10) días para que contesten la demanda, y puedan solicitar la práctica de las pruebas que estime necesarias, con la advertencia de que las excepciones serán las que consagra el artículo 23 de la Ley 472 de 998.

11.
Toda persona natural o jurídica podrá coadyuvar la demanda, antes de que se profiera fallo de primera instancia. También podrán coadyuvar esta acción las organizaciones populares, cívicas y similares, así como el defensor del pueblo o sus delegados, el personero municipal y demás autoridades que por razón de sus funciones deban proteger o defender los derechos e intereses colectivos invocados (artículo 24 de la Ley 472 de 1998).

12.
Se requiere a la parte actora, para que aporte dos copias del traslado de la demanda.
NOTIFIQUESE y CÚMPLASE
RODRGO VERGARA CORTÉS 
Juez
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NOTIFICACIÓN PERSONAL 








En Medellín, a los ________________ de 2014, se notificó personalmente la providencia que antecede al Procurador 167 Judicial I Administrativo.











____________________________


EL NOTIFICADO
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NOTIFICACION POR ESTADO





En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.





Medellín, _________________________fijado a las 8 a.m.








____________________________________


MARIA FERNANDA ZAMBRANO AGUDELO


Secretaria
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